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Pachuca de Soto, Hidalgo, a diecinueve de septiembre de dos mil 

diecinueve. 

 

Sentencia Definitiva que resuelve el juicio ciudadano al rubro 

indicado, promovido por ERIC TÉLLEZ HERNANDEZ, MARTÍN 

GARCÍA LÓPEZ, ambos en su calidad de ciudadanos indígenas 

otomíes del Valle de Tulancingo y ARTURO COPCA BECERRA 

ciudadano indígena hñahñu del Valle del Mezquital, en contra de la 

omisión del Instituto Estatal Electoral de Hidalgo, de implementar 

acciones afirmativas a favor de personas indígenas en la selección de 

consejeras y consejeros electorales municipales para el proceso 

electoral 2019-2020. 

  

GLOSARIO 

ACTORES: 

 

Eric Téllez Hernández, Martín García López y Arturo 

Copca Becerra. 

ACUERDO: 

 

Acuerdo IEEH/CG/022/2019. 

 

 
 
JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE 
LOS DERECHOS POLÍTICO-
ELECTORALES DEL CIUDADANO. 
 
 
EXPEDIENTE: TEEH-JDC-131/2019. 
 
ACTORES: ERIC TÉLLEZ 
HERNANDEZ, MARTÍN GARCÍA 
LÓPEZ Y ARTURO COPCA BECERRA. 
 
 
AUTORIDAD RESPONSABLE: 
CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO 
ESTATAL ELECTORAL DE HIDALGO. 
 
 

MAGISTRADA PONENTE: MÓNICA 
PATRICIA MIXTEGA TREJO. 

 
 



                                     TEEH-JDC-131/2019  

 

2 
 

CÓDIGO ELECTORAL: Código Electoral del Estado de Hidalgo. 

CONSTITUCIÓN FEDERAL: 

 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

CONSTITUCIÓN LOCAL: Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Hidalgo. 

CONSEJO: 

 

Consejo General del Instituto Estatal Electoral de  

Hidalgo. 

CONVOCATORIA: 

 

Convocatoria para Consejeras y Consejeros Electorales para   

integrar los ochenta y cuatro Consejos Municipales en  

el Proceso Electoral Ordinario 2019-2020. 

 

IEEH: 

 

Instituto Estatal Electoral de Hidalgo. 

JUICIO CIUDADANO: Juicio para la Protección de los Derechos Político-  
Electores del Ciudadano. 

TRIBUNAL ELECTORAL: 

 

Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo. 

ANTECEDENTES. 

1.1.- Acuerdo IEEH/CG/022/2019. Mediante dicho acuerdo, el IEEH 

en fecha veintiséis de agosto del dos mil diecinueve, aprobó la 

convocatoria dirigida a la ciudadanía interesada en ocupar los cargos 

de consejera y consejero electoral de los Consejos Municipales para 

el Proceso Electoral Local 2019-2020. 

 

1.2.- Publicación de la Convocatoria. En la fecha referida en punto 

anterior, fue publicada la convocatoria. 

 

1.3.- Juicio Ciudadano. El día veintinueve de agosto de la presente 

anualidad, ante el IEEH, los actores presentaron juicio ciudadano por 

la omisión del Consejo de implementar en el acuerdo y la convocatoria 

que se deriva de éste, acciones afirmativas a favor de personas 

indígenas que les garantice el derecho de participación y 
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representación política en el proceso de selección de consejeras y 

consejeros electorales municipales para la integración de los ochenta 

y cuatro Consejos Municipales, reservando por lo menos un espacio 

para que sea ocupado por una persona perteneciente a comunidades 

indígenas.   

1.4.- Recepción y turno. Mediante acuerdo de fecha cinco de 

septiembre del año en curso, la Magistrada Presidenta de este 

Tribunal Electoral ordenó registrar el medio de impugnación 

identificado con el número: TEEH-JDC-131/2019, ordenándose turnar 

a la Ponencia de la Magistrada Mónica Patricia Mixtega Trejo para su 

debida substanciación y resolución. 

1.5.- Informe Circunstanciado. Al momento de remitir el presente 

juicio ciudadano, actuando en representación del consejo general y de 

las demás autoridades señaladas como responsables, el Secretario 

Ejecutivo del IEEH,  adjuntó informe circunstanciado, mediante oficio 

IEEH/CE/DJ/091/2019. 

1.6.- Radicación. La magistrada instructora radicó en su ponencia el 

presente juicio ciudadano en acuerdo de fecha seis de septiembre del 

año en curso, solicitando a los actores: ERIC TELLEZ HERNÁNDEZ y 

ARTURO COPCA BECERRA, la ratificación de su demanda en razón 

de desprenderse la falta de coincidencia en los rasgos  de las firmas, 

con las que aparecen en las respectivas credenciales de elector.   

1.7.- Acta Circunstanciada de Ratificación de Firmas. Mediante 

diligencia de fecha diez de septiembre del año en curso 

comparecieron ante este Tribunal Electoral, los actores antes 

mencionados, ratificando como suyas las firmas que obran en el 

escrito de demanda, presentado con fecha veintinueve de agosto del 

mismo año ante el IEEH. 

1.8.- Admisión, Apertura y Cierre de Instrucción. Mediante 

proveído de fecha trece de septiembre del año en curso, la Magistrada 
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instructora admitió y ordenó abrir instrucción de los medios de 

impugnación, y al encontrarse debidamente integrado, declaró cerrada 

la instrucción, ordenando formular el proyecto de resolución 

respectivo. 

C O N S I D E R A N D O S 

PRIMERO. COMPETENCIA. Este Tribunal Electoral resulta 

competente para conocer y resolver el presente medio de 

impugnación de conformidad con lo dispuesto en los artículos: 1°, 35 

fracciones II y V, 41 párrafo segundo base VI, 116 fracción IV, inciso l) 

de la Constitución Federal; 24 fracción IV y 99 apartado C, fracción III 

de la Constitución local; 343, 344, 345, 346 fracción IV, 349, 433 

fracción VI, 434 fracción IV del Código Electoral, y 2, 12 fracción V 

inciso b), de la Ley Orgánica; por tratarse de un Juicio Ciudadano 

promovido en contra de actos presuntamente violatorios cometidos 

por el  IEEH. 

SEGUNDO. PROCEDENCIA.  De conformidad con los artículos 351, 

352 y 433 del Código Electoral, se verifica la actualización de los 

requisitos de procedencia de los Juicios Ciudadanos, como a 

continuación se realiza: 

a) Forma. Se advierte de las constancias procesales que el Juicio 

Ciudadano fue presentado por escrito, consta el nombre de los 

actores, se identifica plenamente el acto reclamado y la autoridad 

considerada como responsable; se señalan los hechos en que se 

basa su impugnación, los conceptos de agravio y los preceptos 

presuntamente violados; asimismo se aprecian las firmas autógrafas 

de quienes promueven y de las cuales se requirió su ratificación, en 

razón a las discrepancias en sus rasgos. 

b) Oportunidad. Además, se advierte que la demanda cumple con la 

temporalidad, en virtud de que fue presentado en el plazo establecido 
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por el artículo 351 del Código Electoral, en razón a que la 

convocatoria fue publicada el día veintiséis de agosto de la presente 

anualidad y el escrito de demanda fue presentado ante el IEEH, el día 

veintinueve de agosto del año en curso, es decir al tercer día del 

término establecido en el artículo antes citado. 

c) Legitimación. Se estima que los actores cuentan con la 

legitimación conforme lo establecido en los artículos 356 fracción II y 

433 fracción I del Código Electoral, toda vez que el juicio se hace valer 

por propio derecho y con el carácter de ciudadanos y que además se 

auto adscriben como indígenas, por lo que se le tiene reconocida 

dicha calidad, y así gozar de esos derechos que de esa pertenencia 

se derivan. Lo que encuentra sustento en la Jurisprudencia 12/2013 

de Sala Superior, de rubro “COMUNIDADES  INDÍGENAS. EL 

CRITERIO DE AUTOADSCRIPCIÓN ES SUFICIENTE PARA 

RECONOCER A SUS INTEGRANTES”1. 

 

Aunado a que el artículo 2 de la Constitución Federal reconoce que la 

conciencia de su identidad indígena, lo cual, deberá ser criterio 

fundamental para determinar a quiénes se le aplican las disposiciones 

sobre pueblos indígenas, ésto significa que es derecho y 

responsabilidad de los pueblos y las personas indígenas definir su 

pertenencia, no así al Estado, por ello la pertenencia a la comunidad 

indígena no está sujeta a prueba2
. 

  

                                                     
1 COMUNIDADES INDÍGENAS. EL CRITERIO DE AUTOADSCRIPCIÓN ES SUFICIENTE PARA 

RECONOCER A SUS INTEGRANTES.- De la interpretación sistemática de los artículos 2º, 
párrafo quinto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, apartado 2 del 
Convenio número 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y 
Tribales en Países Independientes; 3, 4, 9 y 32 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas, se desprende que este tipo de comunidades tienen el 
derecho individual y colectivo a mantener y desarrollar sus propias características e identidades, 
así como a reconocer a sus integrantes como indígenas y a ser reconocidas como tales. Por tanto, 
el hecho de que una persona o grupo de personas se identifiquen y autoadscriban con el carácter 
de indígenas, es suficiente para considerar que existe un vínculo cultural, histórico, político, 
lingüístico o de otra índole con su comunidad y que, por tanto, deben regirse por las normas 
especiales que las regulan. Por ello, la autoadscripción constituye el criterio que permite reconocer 
la identidad indígena de los integrantes de las comunidades y así gozar de los derechos que de 
esa pertenencia se derivan 

 
2
 Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos que involucren derechos de 

personas, comunidades y pueblos indígena, publicado por la SCJN. 
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d).- Interés Legitimo. Asimismo, es importante mencionar que este 

Tribunal Electoral no se pronuncia en relación a la representación que 

aducen tener ERIC TÉLLEZ HERNANDEZ, MARTÍN GARCÍA LÓPEZ, 

ambos en su calidad de ciudadanos indígenas otomíes del Valle de 

Tulancingo y ARTURO COPCA BECERRA ciudadano indígena 

hñahñu del Valle del Mezquital, debido a que es suficiente la calidad 

de ciudadano indígena para accionar el presente Juicio Ciudadano, de 

conformidad con el artículo 433, primer párrafo, del Código Electoral. 

Por lo cual, este Órgano Jurisdiccional advierte la identidad indígena 

de los actores y, en consecuencia, su interés  legítimo, con base en el 

criterio de auto adscripción, al haber manifestado que pertenece a un 

grupo integrado por indígenas.  

 

e) Definitividad. Se tiene por cumplimentado tal requisito, dado que 

los actores no están obligados a agotar instancia previa para resolver 

el presente juicio.  

 

TERCERO. ESTUDIO DE FONDO. 

  

1.- SÍNTESIS DE AGRAVIOS.  

 

En acatamiento al principio de exhaustividad que debe observar este 

Tribunal Electoral al analizar todos y cada uno de los planteamientos 

formulados por los actores en apoyo de sus pretensiones, debe 

precisarse que los argumentos que serán objeto de análisis en la 

presente resolución fueron obtenidos de la lectura cuidadosa del 

escrito impugnativo, ya que los agravios o conceptos de violación 

pueden encontrarse en cualquier parte de la demanda, siempre y 

cuando se formulen bajo una construcción lógica-jurídica en forma de 

silogismo o cualquier fórmula deductiva o inductiva, donde se exprese 

de manera clara la causa de pedir, la lesión o agravio que le cause el 

acto o resolución reclamado y los hechos que originaron ese motivo 

de disenso. 
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Respalda lo anterior, la Jurisprudencia 3/2000 emitida por la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación con 

el rubro “AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE 

CONFIGURADOS ES SUFICIENTE CON EXPRESAR LA CAUSA 

DE PEDIR”
3
. 

 

2.- AGRAVIOS. 

 

En ese tenor, los actores exponen en su escrito de interposición del 

juicio ciudadano, la omisión de la autoridad responsable de 

implementar en el acuerdo impugnado acciones afirmativas en 

favor de las personas indígenas, para que se les garantice el 

derecho de participación y representación política en el proceso de 

selección de consejeras y consejeros electorales municipales para la 

integración de los ochenta y cuatro consejos municipales, reservando 

por lo menos un espacio de las y los consejeros que se seleccionaran 

para que sean ocupados por persona perteneciente a comunidades 

indígenas. 

 

Así mismo, la omisión que se reclama es violatoria de los derechos 

políticos electorales de participación y representación política, 

consagrados en los artículos 2 y 35 fracción VI de la Constitución 

Federal. 

 

De igual manera, que es obligación del Instituto Local como parte del 

Estado, maximizar a través de acciones afirmativas, bajo una 

perspectiva intercultural que permitan a las personas, que se auto 

                                                     
3
AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE CONFIGURADOS ES SUFICIENTE CON 

EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR.- En atención a lo previsto en los artículos 2o., párrafo 1, y 23, 

párrafo 3, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, que 
recogen los principios generales del derecho iura novit curia y da mihi factum dabo tibi jus (el juez 
conoce el derecho y dame los hechos y yo te daré el derecho), ya que todos los razonamientos y 
expresiones que con tal proyección o contenido aparezcan en la demanda constituyen un principio 
de agravio, con independencia de su ubicación en cierto capítulo o sección de la misma demanda 
o recurso, así como de su presentación, formulación o construcción lógica, ya sea como silogismo 
o mediante cualquier fórmula deductiva o inductiva, puesto que el juicio de revisión constitucional 
electoral no es un procedimiento formulario o solemne, ya que basta que el actor exprese con 
claridad la causa de pedir, precisando la lesión o agravio que le causa el acto o resolución 
impugnado y los motivos que originaron ese agravio, para que, con base en los preceptos 

jurídicos aplicables al asunto sometido a su decisión, la Sala Superior se ocupe de su estudio.  
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identifican como indígenas, tengan la posibilidad real de acceder a 

cargos públicos. 

 

3.- ARGUMENTOS DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE. 

a) En su informe circunstanciado el IEEH señaló los siguientes 

argumentos: 

 

- Que en la Convocatoria, si se establece una acción afirmativa en 

favor de las personas indígenas, a través de un criterio orientador, 

que en caso de haber un empate se dará preferencia a las personas 

indígenas. 

 

- Que el artículo 2 de la Constitución Federal no establece la 

obligatoriedad de implementar acción afirmativa. 

 

- Que el artículo 35 de la Constitución Federal establece que las y los 

ciudadanos pueden ser nombrados para cualquier empleo, cargo o 

comisión del servicio público, teniendo las calidades que establezca la 

ley, por lo cual en la convocatoria que emitió el Instituto Local para 

ocupar un cargo, únicamente se solicitan los requisitos establecidos 

en la ley, no se limita la participación a ninguna persona y la 

convocatoria aprobada por el Consejo no es restrictiva de 

participación derivada de algún origen o condición. 

 

4.- FIJACIÓN DE LA LITIS.  

 

De la revisión integral del escrito de demanda, se advierte que los 

actores hacen valer, como motivo de agravio, la omisión por parte del 

IEEH para implementar una acción afirmativa a favor de las personas 

pertenecientes a comunidades indígenas, en la Convocatoria. 

 

Así como, se maximice en beneficio de las mencionadas comunidades  

el derecho de la ciudadanía de ser nombrado para un empleo o 

comisión del servicio público para el cargo de consejera o consejero 

electoral municipal. 
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Es por ello que la cuestión a dilucidar es si, en efecto, la autoridad que 

los actores señalan como responsable, fue omisa en implementar las 

acciones afirmativas a favor de las personas indígenas, en la 

Convocatoria y con ello asegurar por lo menos un espacio de 

consejeras y consejeros deba ser ocupado por una persona 

perteneciente a comunidades indígenas del Estado de Hidalgo. 

 

Además  si se debe maximizar o no  el derecho de la ciudadanía de 

ser nombrado para un empleo o comisión del servicio público para el 

cargo de consejera o consejero electoral municipal en beneficio de 

comunidad indígena. 

 

Ahora bien, como ya se dijo en líneas anteriores, los actores se 

autoadscriben como indígenas4
, por lo que, en dicho contexto, al 

pertenecer a un grupo vulnerable, este Tribunal Electoral juzgará sin 

visiones formalistas, exageradas e innecesarias y con perspectiva 

intercultural, garantizando el efectivo acceso a la jurisdicción del 

Estado.  

 

5.- METODOLOGÍA Y ESTUDIO DE FONDO.  

 

Atendiendo a los principios de congruencia, exhaustividad que deben 

regir los actos de las autoridades, así como al criterio sostenido por la 

Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación en la Jurisprudencia identificada con la clave 4/2000 

cuyo rubro es: "AGRAVIOS. SU EXAMEN EN CONJUNTO O 

SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN', y por la estrecha relación que 

guardan los agravios hechos valer por los actores, se indica que el 

estudio de fondo se realizará de manera integral de conformidad con 

los agravios citados, tomando en cuenta la pretensión y la causa de 

pedir, previamente indicadas; sin que esto se traduzca en una 

afectación a los accionantes, pues lo importante es que se dé 

                                                     
4
 Jurisprudencia 12/2013, COMUNIDADES INDÍGENAS. CRITERIO DE 

AUTOADSCRIPCIÓN ES SUFICIENTE PARA RECONOCER A SUS INTEGRANTES.  
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respuesta a sus agravios, con independencia del orden que plantean 

en su escrito de demanda.  

 

Para resolver el asunto que se plantea a este Tribunal es necesario 

precisar el  marco normativo que define los criterios y parámetros, a 

partir de los cuales, se puede implementar acciones afirmativas 

garantizando que las personas indígenas puedan acceder a cargos 

públicos, como es el caso, integrar a los órganos desconcentrados del 

IEEH, es decir, Consejeras y Consejeros Electorales Municipales, en 

tal sentido es importante lo siguiente: 

 

La Constitución Federal en el artículo 1 establece: 

 

“En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, 
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 
condiciones que esta Constitución establece”. 
 

 

A su vez, la Constitución Local, establece en su artículo 4 lo 

siguiente:  

 
“En el Estado de Hidalgo, todas las personas gozarán de los derechos humanos que 
reconoce la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ésta 
Constitución, los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte y 
las leyes secundarias, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no 
podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que en la 
Constitución Federal se establezcan. 

 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la 
Constitución Federal, ésta Constitución y con los tratados internacionales de la 
materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

 
Todas las autoridades, servidoras y servidores públicos en el Estado de Hidalgo, en el 
ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de conformidad con los  principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá 
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en 
los términos que establezca la Ley.” 

 
 

Además, la Constitución  Federal establece el derecho de acceso a 

los cargos públicos como derechos fundamentales de todo individuo, 

esto en un plano de igualdad para todos los ciudadanos del estado 

Mexicano.  
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La prerrogativa del ciudadano a ser nombrado para cualquier empleo 

o comisión que no sea de elección popular, es un derecho 

fundamental de base constitucional y será en la ley en donde se 

establezcan las calidades (circunstancias, condiciones, requisitos o 

términos) para su ejercicio por parte de los ciudadanos (artículo 35, 

fracción II, Constitucional Federal); de tal suerte que, su contenido 

y extensión si bien no son absolutos, lo cierto es que las limitaciones 

que al efecto se establezcan deben cumplir determinadas 

características a fin de respetar y salvaguardar ese derecho, de tal 

forma que dichas limitaciones deben ajustarse a las bases previstas 

en la propia Constitución Federal, respetando su contenido, 

armonizándolo con otros derechos fundamentales de igual jerarquía y 

salvaguardando los principios, fines y valores constitucionales 

relacionados con el ejercicio de dicho derecho. 

 

Por su parte, los artículos 25 y 26 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos establecen: 

 

 "Artículo 25. Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones 
mencionadas en el artículo 2 sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, 

religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social y restricciones indebidas de 
los siguientes derechos y oportunidades: Participar en la dirección de los asuntos 
públicos, directamente o por medio de sus representantes libremente elegidos; b) 
Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio 
universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de 
los electores; c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 
públicas de su país."  

 
"Artículo 26 Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin 

discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda 
discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra 
cualquier discriminación por motivos de raza, color, idioma, sexo o cualquier otra 
condición social”. 

 

De igual manera, los artículos 23 y 24 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos señalan:  

 

"Artículo 23. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 

oportunidades: a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o 
por medio de representantes libremente elegidos; b) de votar y ser elegidos en 
elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto 
secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y c) de tener 
acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 2. 
La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se 
refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, 
residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez 
competente, en proceso penal." 
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"Artículo 24. Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen 
derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley". 

 

Así mismo, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, 

órgano encargado de la supervisión del cumplimiento del mencionado 

Pacto Internacional, cualesquiera que sean las condiciones que se 

impongan al ejercicio de los derechos político-electorales "deberán 

basarse en criterios objetivos y razonables", toda vez que "el ejercicio 

de estos derechos por los ciudadanos no puede suspenderse ni 

negarse, salvo por los motivos previstos en la legislación y que sean 

razonables y objetivos.  

 

De la misma forma, la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, órgano encargado de la aplicación e interpretación de la 

Convención Americana ha estimado que: 

 

"La previsión y aplicación de requisitos para ejercitar los derechos políticos no 
constituyen, per se, una restricción indebida a los derechos políticos. Esos derechos 
no son absolutos y pueden estar sujetos a limitaciones. Su reglamentación debe 
observar los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad en una sociedad 
democrática. La observancia del principio de legalidad exige que el Estado defina de 
manera precisa, mediante una ley, los requisitos para que los ciudadanos puedan 
participar en la contienda electoral o vida democrática del país y que estipule 
claramente el procedimiento electoral que antecede a las elecciones”. De acuerdo al 
artículo 23.2 de la Convención se puede reglamentar el ejercicio de los derechos y 
oportunidades. La restricción debe encontrarse prevista en una ley, no ser 
discriminatoria, basarse en criterios razonables, atender a un propósito útil y oportuno 
que la torne necesaria para satisfacer un interés público imperativo, y ser proporcional 
a ese objetivo. Cuando hay varias opciones para alcanzar ese fin, debe escogerse la 
que restrinja menos el derecho protegido y guarde mayor proporcionalidad con el 
propósito que se persigue. 

5
 

 

En concordancia con los artículos 29 y 30 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos se establece:  

 

"Artículo 29. Normas de Interpretación Ninguna disposición de la presente 
Convención puede ser interpretada en el sentido de: a) permitir a alguno de los 
Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y 
libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista 
en ella; b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar 
reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de 
acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados; c) excluir otros 
derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la forma 
democrática representativa de gobierno, y d) excluir o limitar el efecto que puedan 
producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos 
internacionales de la misma naturaleza”. 
 
 "Artículo 30. Alcance de las Restricciones Las restricciones permitidas, de acuerdo 
con esta Convención, al goce ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en la 

                                                     
5
 Caso Yatama vs. Nicaragua, Sentencia de 23 de junio de 2005, Serie C No. 127, pár. 206.
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misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por razones 
de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas."

6 
 

De los ordenamientos jurídicos antes mencionados, podemos concluir 

que los derechos fundamentales no son derechos absolutos o 

ilimitados sino que pueden ser objeto de ciertas restricciones 

permitidas, siempre que estén previstas en la legislación, que éstas no 

sean irracionales, injustificadas, desproporcionadas o que se 

traduzcan en privar de su esencia a cualquier derecho, fin, principio, 

valor constitucional o electoral fundamental. Restricciones, que deben 

ser interpretadas de forma tal que garanticen el ejercicio efectivo de 

tales derechos y eviten suprimirlos o limitarlos en mayor medida que 

la permitida en la Constitución Federal y en los propios Tratados 

Internacionales. 

 

Acorde con lo anterior, cualquier condición que se imponga al ejercicio 

de los derechos fundamentales deberá basarse en criterios objetivos y 

razonables y, por tanto, el ejercicio de tales derechos por los 

ciudadanos no puede suspenderse ni negarse, salvo por los motivos 

previstos en la legislación y que sean razonables, proporcionales, 

necesarios y objetivos. 

 

En esas circunstancias, las cualidades, requisitos, circunstancias o 

condiciones para el ejercicio del derecho de los ciudadanos de tener 

acceso, en condiciones generales de igualdad, a los cargos y las 

funciones públicas de su país, consagrado en los citados instrumentos 

internacionales y en la fracción II del artículo 35 de la Constitución 

Federal, deben respetar el contenido esencial de este derecho 

fundamental, estar razonablemente armonizadas con otros principios 

o derechos fundamentales de igual jerarquía, como el principio de 

igualdad y, para ello, tales restricciones no deben ser irracionales, 

desproporcionadas e injustificadas.  

 

                                                     
6
 CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS SUSCRITA EN LA CONFERENCIA ESPECIALIZADA 

INTERAMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS (B-32). San José, Costa Rica  7 al 22 de noviembre 

de 1969 
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Luego entonces,  como lo ha establecido la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación en diversos precedentes7 

los derechos políticos de acceso al cargo o funciones públicas, así 

como, de empleo o comisión públicas que no sean de elección 

popular, al ser consagrados constitucionalmente como derechos 

fundamentales, no pueden ser restringidos injustificadamente ni 

mucho menos suprimidos, por lo que toda interpretación y la 

correlativa aplicación de una norma jurídica deben ampliar sus 

alcances jurídicos para potenciar su ejercicio. 

 

Conforme a lo anterior, la limitación o restricción debida de esos 

derechos fundamentales tendrá tales cualidades al cumplir las 

siguientes tres condiciones: 

 

a) La restricción debe ser adecuada para alcanzar el fin propuesto.  

 

b) La restricción debe ser necesaria, en cuanto a que no contenga 

una medida alternativa menos gravosa para el interesado. 

 

c)  La restricción debe ser proporcional en sentido estricto, en virtud 

de que no suponga un sacrificio excesivo del derecho o interés 

sobre el que se produce la intervención pública. 

 

En tal virtud, se considera que los derechos políticos electorales de 

los ciudadanos de acceso al cargo o funciones públicas, así como, de 

empleo o comisión públicas que no sean de elección popular, 

contenidos en distintas normas, deben ser interpretados y aplicados 

favoreciendo su optimización, extensión y eficacia, mientras que los 

casos relativos a su restricción deben limitarse a los casos 

expresamente previstos en la Constitución  Federal y en las leyes. 

 

Por tanto, las restricciones o limitaciones de los derechos 

fundamentales, como lo es el garantizar a personas indígenas el 

derecho de acceso al cargo o funciones públicas, así como, de 

empleo o comisión públicas que no sean de elección popular, es decir 

                                                     
7 SUP-RAP-691/2017 
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garantizar un cargo de consejeras o consejeros municipales 

electorales, para el proceso electoral 2019-2020, deben ser 

interpretadas de manera estricta, además, las mismas no pueden 

extenderse por analogía ni mayoría de razón; deben estar 

previamente previstas en la legislación, pues de lo contrario implicaría 

establecer, a posteriori, un requisito adicional a los establecidos y, por 

ende, una exigencia no prevista en la ley, con lo cual se determinaría 

una restricción indebida al derecho de los ciudadanos para ser 

integrantes de los organismos público-electorales locales, quedando 

en desventaja otros grupos vulnerables, ya que no habría un trato 

igualitario para acceder al cargo de consejero municipal electoral para 

el proceso municipal 2019-2020.  

 

En ese sentido, para dar un trato igualitario, tal y como lo contempla el 

artículo 1 de la Constitucional Federal, el IEEH, emitió acuerdo del 

que deriva la Convocatoria, de ésta, puede observarse que la misma 

fue dirigida hacia todos los ciudadanos del estado de Hidalgo sin 

distinción alguna de raza,  grupo social, color, sexo, idioma, religión, 

opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición 

económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

 

Siendo que, las únicas condiciones que exige como requisito de 

elegibilidad son:  

 

a) Contar con la ciudadanía mexicana, además de estar en pleno 

goce de sus derechos civiles y políticos. 

 

b) Estar inscrito en el registro Federal de Electores y contar con 

credencial para votar vigente. 

 

 

c) No haber recibido condena por delito alguno, salvo que hubiese 

sido de carácter no intencional o imprudencial. 

 

d) Ser originario (a) del Estado de Hidalgo con contar con 

residencia efectiva de por lo menos un dos año anteriores a su 

designación en el municipio por el que se postula, salvo de 
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audiencias por servicio público, educativo o de investigación por un 

tiempo menor de seis meses. 

 

 

e) No haber sido registrado (a) como candidato (a) ni haber 

desempeñado cargo alguno de elección popular en lo cuatro años 

anteriores a la designación. 

 

f) No desempeñar ni haber desempeñado cargo de dirección 

nacional, estatal o municipal en algún partido político en los cuatro 

años anteriores a la designación. 

 

 

g) No estar inhabilitado (a) para ejercer cargos públicos en 

cualquier institución pública federal o local. 

 

h) No haberse desempeñado durante los cuatro años anteriores 

inmediatos a la publicación de la presente convocatoria como titular 

de secretaría o dependencia del gabinete legal o ampliado tanto del 

gobierno de la federación  o como en las entidades federativas, 

subsecretario (a) u oficial mayor en la administración pública de 

cualquier nivel de gobierno. no ocupar la jefatura de gobierno, 

gubernatura, secretaría de gobierno o su equivalente a nivel local. 

No ser presidente  (a) municipal, síndico (a) o regidor (a) o titular de 

dependencia de los ayuntamientos. 

 

Lo anterior significa que, si los ciudadanos interesados cumplen con 

las exigencias establecidas en las normas constitucionales y legales, 

para participar o acceder al cargo de consejera o consejero electoral 

para la integración de los ochenta y cuatro consejos municipales para 

el proceso electoral 2019-2020, tienen entonces el derecho a ser 

nombradas o nombrados para ocupar los cargos a los que aspiran. 

 

Una vez puntualizado el marco normativo que regula el derecho 

político constitucional relacionado con el presente asunto; y toda vez 

que la materia de estudio planteada a este Tribunal por los actores se 

encuentra estrechamente relacionada con los requisitos que se exigen 

a quienes aspiren a ocupar el cargo de Consejeras y Consejeros 

Municipales Electorales fijados en la Convocatoria; es claro que, no 

existe la obligación por parte del IEEH de implementar acciones 



                                     TEEH-JDC-131/2019  

 

17 
 

afirmativas en el caso en particular; por lo tanto no existe la omisión 

que aducen los actores. 

 

De ahí que la pretensión de los actores resulta infundada porque 

parten de una premisa errónea, en razón a lo siguiente: 

 

El artículo 100 numeral 2 de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, establece los requisitos para ser 

consejero electoral local, a su vez el artículo 85 del Código Electoral, 

estipula que para ser consejera o consejero electoral municipal se 

deberán reunir preferentemente los mismos requisitos que se solicitan 

para ser consejera o consejero electoral en el consejo general, 

además de ser residentes del  municipio respectivo. 

 

Bajo esta normativa, y con motivo del proceso electoral 2019-2020 en 

el que se renovarán a las y los integrantes de los Ayuntamientos en la 

Entidad, deben integrarse e instalarse los Consejos correspondientes 

a cada uno de los Municipios que conforman el Estado de Hidalgo, los 

cuales atenderán en el ámbito de sus atribuciones, la organización, 

desarrollo y vigilancia de dichos procesos electorales, por lo que, el 

Consejo, emitió mediante convocatoria, los requisitos de elegibilidad 

para ser Consejera o Consejero Electoral Municipal, en los cuales, de 

conformidad con la normatividad apuntada, regula el procedimiento y 

requisitos para la designación, siendo acordes entre sí, al igual que en 

sus diversas etapas: 1) Registro de las y los aspirantes. 2) Revisión 

de expedientes y de requisitos de elegibilidad. 3) Entrevistas. 4) 

Integración y aprobación de las propuestas definitivas. 

 

De ahí que, de conformidad con el marco jurídico aplicable al caso 

concreto, citado con antelación, este Tribunal estima que los agravios 

de los actores son infundados.  

 

Por otro lado, lo infundado es porque los actores aducen que la 

convocatoria es omisa en considerar implementar acciones 

afirmativas que garanticen el derecho de participación y 
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representación política de las personas indígenas en el proceso de 

selección de consejera o consejeros electorales municipales, 

asegurando que un espacio sea ocupado por una persona 

perteneciente a comunidades indígenas del Estado de Hidalgo. 

 

Lo anterior, en razón de que el Consejo al emitir el acuerdo 

IEEH/CG/022/2017 se valió de la facultad reglamentaria  conferida en 

artículos 41, fracción V, Apartado B de la Constitución  Federal; el 

artículo 24 fracción III de la Constitución Local, los numerales 98 

numerales 1 y 2, y 100 numeral 2 de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales; 1, 19 numeral 1, 20, 21, 22 y 23 del 

Reglamento de Elecciones y en lo dispuesto por los artículos 82 

fracción I, 83, 85, y 92 del Código Electoral. 

 

Por lo cual, los requisitos que deberán cumplir los ciudadanos que 

aspiren a ser consejeras y consejeros electorales de los órganos 

administrativos electorales locales, deben estar previstos en un 

ordenamiento que tenga el rango de ley; lo que significa que, dicho 

cuerpo normativo deberá surgir como consecuencia de un 

procedimiento formal y materialmente legislativo; de manera que, los 

requisitos que los actores solicitan sean incorporados no tienen 

fundamento al no surgir de un procedimiento con esas características. 

 

Y, como se apuntó en el marco normativo referido al inicio del estudio, 

cualesquiera que sean las condiciones o limitaciones que se 

impongan al ejercicio de los derechos político-electorales, éstas 

deberán basarse en criterios objetivos, necesarios, proporcionales y 

razonables, toda vez que, el ejercicio de estos derechos no puede 

limitarse, condicionarse, suspenderse ni negarse, salvo por los 

motivos previstos en la legislación. 

 

En la jurisprudencia 11/2015 de la Sala Superior de rubro: ACCIONES 

AFIRMATIVAS. ELEMENTOS FUNDAMENTALES.
8 Se determinó 

                                                     
8 ACCIONES AFIRMATIVAS. ELEMENTOS FUNDAMENTALES.- De la interpretación sistemática 

y funcional de lo establecido en los artículos 1°, párrafo quinto; 4°, párrafo primero, de la 



                                     TEEH-JDC-131/2019  

 

19 
 

que el Estado Mexicano tiene la obligación de establecer acciones 

afirmativas en tanto constituyen medidas temporales, razonables, 

proporcionales y objetivas orientadas a la igualdad material.  

 

Al respecto, reconoce como elementos fundamentales de las acciones 

afirmativas los siguientes: 

 

I. Objeto y fin. Hacer realidad la igualdad material y, por tanto, 

compensar o remediar una situación de injusticia, desventaja o 

discriminación.  

 

II. Destinatarias. Personas y grupos en situación de vulnerabilidad, 

desventaja y/o discriminación para gozar y ejercer efectivamente 

sus derechos. 

 
III. Conducta exigible. Abarca una amplia gama de instrumentos, 

políticas y prácticas de índole legislativa, ejecutiva, administrativa y 

reglamentaria. La figura más conocida de las acciones afirmativas 

son las políticas de cuotas o cupos.  

 

De esta manera podemos señalar que las acciones afirmativas 

conforman medidas adoptadas por los Estados para corregir 

desigualdades sociales que han impactado directamente a distintos 

grupos vulnerables, como consecuencia de actos de discriminación 

que han sufrido de manera histórica o por situaciones de hecho. 

 

                                                                                                                                             
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, párrafo 1 y 24, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; 1 y 4, párrafo 1, de la Convención sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer; 1, 2, 4 y 5, fracción I, de la Ley Federal para 
Prevenir y Eliminar la Discriminación; 1, 2, 3, párrafo primero; y 5, fracción I, de la Ley General 
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres; así como de los criterios de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer; se 
colige la obligación del Estado mexicano de establecer acciones afirmativas en tanto constituyen 
medidas temporales, razonables, proporcionales y objetivas orientadas a la igualdad material. En 
consecuencia, los elementos fundamentales de las acciones afirmativas, son: a) Objeto y fin. 
Hacer realidad la igualdad material y, por tanto, compensar o remediar una situación de injusticia, 
desventaja o discriminación; alcanzar una representación o un nivel de participación equilibrada, 
así como establecer las condiciones mínimas para que las personas puedan partir de un mismo 
punto de arranque y desplegar sus atributos y capacidades. b) Destinatarias. Personas y grupos 
en situación de vulnerabilidad, desventaja y/o discriminación para gozar y ejercer efectivamente 
sus derechos, y c) Conducta exigible. Abarca una amplia gama de instrumentos, políticas y 
prácticas de índole legislativa, ejecutiva, administrativa y reglamentaria. La elección de una acción 
dependerá del contexto en que se aplique y del objetivo a lograr. La figura más conocida de las 
acciones afirmativas son las políticas de cuotas o cupos. 

https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=11/2015&tpoBusqueda=S&sWord=11/2015
https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=11/2015&tpoBusqueda=S&sWord=11/2015
https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=11/2015&tpoBusqueda=S&sWord=11/2015
https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=11/2015&tpoBusqueda=S&sWord=11/2015


                                     TEEH-JDC-131/2019  

 

20 
 

Sin embargo, en el caso que nos ocupa, el acuerdo emitido, así como 

la convocatoria, fue abierta para todo ciudadano, libre de condiciones 

de sexo, raza, religión, condición social, así como libre de prejuicios o 

estereotipos; sin condicionar los requisitos establecidos en la propia 

normatividad; por lo que el asegurar un lugar como consejera o 

consejero en el proceso de selección para ocupar dichos cargos para 

el proceso electoral local 2019-2020, a personas indígenas, incumple 

los principios de certeza, objetividad, seguridad jurídica y equidad, 

para los demás ciudadanos distintos a un grupo indígena. 

 

Lo anterior significa que, si en su caso, los ciudadanos interesados en 

ocupar dichos cargos cumplen con las exigencias previamente 

establecidas en el artículo 41 Fracción V, Apartado A, inciso B 

Constitucional, en relación al artículo 85 del Código Electoral, tienen 

entonces el derecho a ser nombrados para ocupar los cargos a los 

que aspiran. 

 

No obstante a lo anterior, en la base novena de la convocatoria se 

establece que para la designación definitiva de consejera y consejeros 

municipales, además de verificar el cumplimiento de los requisitos de 

elegibilidad señalados en la base primera, se atenderán los criterios 

orientadores siguientes: 

 

a) Paridad de genero 

b) Pluralidad cultural de la entidad 

c) Participación comunitaria o ciudadana 

d) Prestigio público y profesional 

e)  Compromiso democrático, y  

f) Conocimiento de la materia electoral 

 

De ahí que en la convocatoria si se establecen parámetros a favor 

de grupos vulnerables; y de la misma no se desprende elementos 

discriminatorios, sino solo se establecen reglas basadas en la norma 

jurídica; lo anterior, a pesar de que dicha convocatoria no era dirigida 

para conformar órganos de representación popular, en la cual si se 
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estaría obligado a garantizar un modelo plural e 

incluyente de participación política de los distintos grupos de la 

sociedad. 

 

Máxime que, la diferencia entre los órganos representativos 

populares, respecto de los órganos desconcentrados del IEEH 

radica en que los primeros buscan que haya una representatividad 

proporcional a cada uno de los distintos grupos de la sociedad9
; en 

tanto que los mencionados en segundo lugar su finalidad es que 

dichos órganos desconcentrados se integren por ciudadanos 

que tengan habilidades técnicas y experiencia para el desempeño 

de las funciones especializadas, con conocimientos técnicos, ya 

que estos son los encargados de intervenir en la preparación, 

desarrollo y vigilancia del proceso electoral en su municipio10
.  

 

Así, las restricciones o limitaciones de los derechos humanos de 

acceso al cargo o funciones públicas, así como, de empleo o comisión 

públicas que no sean de elección popular, incluido el derecho de 

acceder a Consejera o Consejero de los órganos desconcentrados, 

deben ser interpretadas de manera estricta, por lo que las mismas no 

pueden extenderse por analogía ni mayoría de razón, es decir no se 

podría  asegurar un lugar como consejera o consejero electoral 

municipal para el proceso electoral 2019-2020 a una persona 

indígena, porque de hacerlo así, los demás ciudadanos comunes y 

demás grupos vulnerables, es decir no tendrían las mismas 

oportunidades, de acceder a ese cargo, aun y cuando demostraran un 

mayor mérito, de acuerdo a criterios especializados.  

 

En tal virtud, implementar una cuota de representación y con ello 

asegurar un lugar a una persona indígena para acceder al cargo de 

consejera o consejero municipal, determinaría una restricción indebida 

al derecho de todos los demás los ciudadanos para ser integrantes de 

los organismos públicos electorales locales. 

                                                     
9
 Art. 41 Constitucional 

10
 Art. 91. Fracción II Código Electoral del Estado de Hidalgo.  
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En consecuencia, la designación de Consejeras y Consejeros 

Municipales Electorales realizado por el Consejo, objeto de pugna, no 

transgrede los principios de legalidad, objetividad, independencia e 

imparcialidad que deben respetar quienes integren los órganos 

desconcentrados del Instituto, toda vez que, se implementa un 

procedimiento de selección para designar a los Consejeros 

Electorales para cada proceso electoral; lo que implica que los 

aspirantes se ciñan a un proceso de evaluación y selección, lo cual 

dificulta y, a su vez garantiza que los ciudadanos que sean 

designados resulten idóneos para ocupar dichos cargos. 

 

De ahí que, en el caso que se resuelve al involucrarse los derechos 

humanos al asegurar un lugar de consejeras o consejeros municipales 

electorales a persona indígenas en el proceso electoral 2019–2020, 

así como de acceso al cargo o función pública, así como, al empleo o 

comisión públicas, distinto a los de elección popular, protegidos por 

nuestra Constitución Federal y por Convenciones Internacionales, no 

pueden restringirse cuando tales limitantes no están previstas 

expresamente en la Ley; es decir, las prohibiciones, condiciones, 

limitaciones o impedimentos al derecho constitucional de ser 

nombrado para cualquier empleo o comisión, entre estos el cargo de 

consejero o vocal electoral, deben estar contemplados en la 

legislación aplicable, situación que no acontece en el caso concreto; 

de manera que, toda limitación, impedimento o prohibición para 

ejercer el derecho político, o prerrogativa de ser nombrado a fin de 

ocupar un empleo o comisión que no tenga sustento constitucional o 

legal, se debe considerar contrario a derecho, lo anterior a efecto de 

salvaguardar la independencia e imparcialidad de los integrantes de 

órganos desconcentrados. 

Aunado a lo anterior, cabe mencionar que las normas que rigen al 

procedimiento de selección de consejera o consejeros municipales, no 

establecen en cuáles de los aspirantes que se inscriban en el mismo y 

que reúnan los referidos requisitos, debe recaer la designación, 



                                     TEEH-JDC-131/2019  

 

23 
 

situación que, por tanto, se entiende bajo la discrecionalidad del 

órgano colegiado encargado de efectuar el nombramiento; siendo así, 

en la decisión que se tomara sólo debía procurarse, dentro de las 

circunstancias particulares de cada caso, la equidad de género y la 

pluralidad cultural de la entidad federativa. 

Sobre el particular, es importante mencionar que la facultad 

discrecional consiste en la libertad de la autoridad u órgano con 

atribuciones legalmente conferidas, para elegir, de entre dos o más 

soluciones o alternativas legales posibles, aquella que mejor responda 

a los intereses, fines, valores o principios rectores de la 

administración, entidad o institución a la que responda el órgano 

decisor, cuando en las normas aplicables no se disponga una regla 

concreta y precisa para el supuesto. 

  

Bajo este contexto, no se encuentra razón jurídica de los agravios 

planteados por los actores, ya que del catálogo de requisitos que debe 

reunir un ciudadano para ocupar un cargo de consejera o consejero 

municipal, debe prevalecer el principio de buena fe, el cual es parte de 

la naturaleza de la autoridad administrativa electoral. 

 

Además, en el caso que un ciudadano indígena decida participar en el 

procedimiento de selección de consejera o consejeros electorales 

para la integración de los ochenta y cuatro consejos municipales, 

precisamente esa condición de indígena no es una limitante para 

acceder al cargo, por lo que no constituye un impedimento  para ser 

consejero municipal electoral para el proceso electoral 2019-2020. 

Por lo expuesto, en el caso a estudio, lo procedente es confirmar el 

acuerdo IEEH/CG/022/2019, de fecha veintiséis de agosto del dos 

mil diecinueve emitido por el IEEH, así como la convocatoria, que 

resultó de éste, la cual es dirigida a la ciudadanía interesada en 

ocupar los cargos de consejera o consejero electoral de los consejos 

municipales para el proceso electoral local 2019-2020. 

Por lo expuesto y fundado.  
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RESUELVE: 

PRIMERO. Se confirma en lo que fue materia de impugnación el 

acuerdo IEEH/CG/022/2019, emitido por el Consejo General del 

Instituto Estatal Electoral de Hidalgo, de fecha veintiséis de agosto del 

dos mil diecinueve, así como la convocatoria, derivada del citado 

acuerdo. 

 

NOTIFÍQUESE.- Como en derecho corresponda. Asimismo, hágase 

del conocimiento público, a través del portal web de este Tribunal 

Electoral. 

 

Así lo resolvieron y firmaron por unanimidad las Magistradas y el 

Magistrado que integran el Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo, y 

ante la Secretaria General, que autoriza y da fe. 

 


